Radicación: 660016000058201200361-02
 Sentenciado: Diana Lucia Correa Valencia
Procedencia: Juzgado 2º Ejecución de penas
Asunto: niega libertad condicional 
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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660016000058201200361-02
Procesado:   

DIANA LUCIA CORREA VALENCIA
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
TEMA:


 PREVARICATO POR ACCIÓN / LIBERTAD CONDICIONAL / REQUISITOS OBJETIVOS Y SUBJETIVOS / GRAVEDAD DE LA CONDUCTA IMPIDE CONCEDERLA / CONFIRMA. Con base en lo que antecede y frente a la valoración de la gravedad de la conducta que puede hacer el juez de ejecución de penas con el fin de conceder subrogados penales, como lo es la libertad condicional, es menester recordar que ello está regulado en el artículo 64 del C.P. como un sustituto alternativo a la ejecución de la pena de prisión intramural, que el Estado le concede a un condenado en la última fase de su condena, para que continúe con el cumplimiento de la misma pero en libertad. Es por ello, que para hacerse acreedor a tal prerrogativa, el sentenciado debe cumplir tanto con los requisitos de tipo objetivo como subjetivo estipulados en el mencionado artículo, siendo los primeros, haber cumplido a la fecha de la solicitud las tres quintas partes de la pena y tener un adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión, y el  segundo, el demostrar un arraigo familiar y social; pero, además, la norma también consignó el cumplimiento de un requisito adicional, y es el de la valoración de la gravedad de la conducta delictual del procesado por parte del juez de ejecución de penas, por cuanto no todos los delitos afectan de la misma manera al conglomerado social, sin que con ello se quiera decir que este funcionario está realizando un nuevo juicio jurídico del comportamiento del condenado que se pueda traducir en una violación del principio de non bis in ídem.
(…)

Así las cosas, es claro para esta Sala que no se pueden dejar de lado esas consideraciones que sobre la gravedad de la conducta delincuencial cometida por la señora DLCV, se hicieron al momento de condenarla, pues como viene diciéndose, para la concesión de la libertad condicional, es viable no solo observar el estricto cumplimiento de los requisitos objetivos, sino que también se verifique que se cumple con ese elemento subjetivo.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Pereira, dieciséis (16) de marzo de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 2:00 p.m. 
Aprobado según Acta No. 252
Radicación:   660016000058201200361-02
Sentenciada: DIANA LUCIA CORREA VALENCIA
Delito: Prevaricato por acción, Falsedad ideológica en Documento público
Procedencia: Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira
Decisión: Confirma auto confutado           
ASUNTO:
Se decide el recurso de apelación, interpuesto contra la providencia calendada el 26 de diciembre de 2017, por medio de la cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, le negó el subrogado de la libertad condicional a la sentenciada DIANA LUCIA CORREA VALENCIA.
ANTECEDENTES:
En sentencia de 24 de Septiembre de 2014, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, condenó a la Sra. DIANA LUCIA CORREA VALENCIA, a las penas principales de seis (6) años, seis (6) meses y doce (12) días de prisión, ocho (8) años y ocho (8) meses de inhabilitación para el ejercicio de derecho y funciones públicas y el pago de multa de 66,66 salarios mínimos mensuales legales vigentes, al declararla penalmente responsable de los delitos de prevaricato por acción y falsedad ideológica en documento público, igualmente decidió no reconocerle el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena ni el sustituto de la prisión domiciliaria, por lo que se ordenó expedir la correspondiente orden de captura en contra de la sentenciada, con la finalidad de hacer efectiva la pena.  

Esa sentencia fue objeto del recurso de apelación, el cual fue aceptado y confirmado por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, mediante proveído de 31 de mayo de 2017.

Remitido el expediente al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, Despacho encargado de la vigilancia de la pena impuesta en el referido fallo a DIANA LUCIA CORREA VELENCIA, se allegó por parte de la Dirección del Centro Carcelario oficio del 21 de diciembre de 2017 en el que solicita el reconocimiento de Libertad Condicional.
La anterior solicitud fue resuelta mediante proveído de 26 de diciembre de 2017 en el que por parte del Juzgado A quo se negó el derecho de libertad condicional a la sentenciada por considerar que no se cumplió el requisito subjetivo en cuanto a la gravedad de la conducta cometida, por tal razón no accedió a lo deprecado por la reo. 
EL AUTO OPUGNADO:
El Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, en determinación del 26 de diciembre de 2017, para fundamentar su decision de no acceder al reconocimiento del subrogado penal deprecado por la sentenciada, señaló tres factores importantes a tratar antes de su decisión, en primer lugar realizó un exordio sobre el tema en donde se hizo alusión a los presupuestos legales de procedibilidad para la concesión de la libertad condicional, para de esa manera señalar que existen dos tipos de presupuestos: unos de carácter objetivo y otros de naturaleza subjetiva.

En segundo lugar se realizó un análisis de los factores objetivos a tener en cuenta para el caso de la señora DIANA LUCIA CORREA VALENCIA, en donde se tiene que la pena de prisión impuesta fue de 78 meses 12 días de prisión, tiempo al que restado lo que ha permanecido privada de la libertad, la redención de la pena previamente reconocida y acreditada por sus horas de trabajo y el certificado de su conducta evaluado positivamente, hacen concluir que se  cumplió con el primer requisito objetivo de procedibilidad, esto es el haber purgado las tres quintas partes de la pena.
Por lo anterior, y debido a que a la sentenciada no se le impuso el pago de perjuicios, y que además fue aceptado y acreditado el arraigo por encontrarse en prisión domiciliaria, se dieron por cumplidos todos los requisitos objetivos para la concesión del subrogado penal.  
Por último, realizó un análisis sobre la gravedad de la conducta punible por la que fuera condenada la señora CORREA VALENCIA, a efectos de determinar si puede disponerse su reinserción a la sociedad o si por el contrario requiere más tratamiento penitenciario, pues si bien es cierto, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia, el Juez de Ejecución de Penas no puede revaluar dicho aspecto para denegar un subrogado penal, a su juicio, hacer tal cosa resulta importante a fin de determinar que efectivamente se cumpla con el fin resocializador de la pena. En virtud de ello, indicó el A quo que en este asunto era necesario tener en cuenta que el juez cognoscente determinó la gravedad y la modalidad de las conductas atribuidas a la acusada, y la necesidad del cumplimiento de la pena bajo el rigor de un centro penitenciario a fin de cumplir con la función de reinserción social; además de ello, señaló que no se podía perder de vista que la condenada se desempeñaba como Juez de la República y de ella se espera un comportamiento ejemplar y no que usara precisamente tal investidura para realizar un comportamiento contrario a la ley, lo que lo llevó a concluir que en este caso no se cumplían con los elementos subjetivos necesarios para el otorgamiento de la libertad condicional en cuanto a la valoración de la gravedad de la conducta cometida.

Así las cosas, determinó que en el caso de la señora DIANA LUCIA CORREA, no resultaba procedente emitir una decisión favorable de acuerdo a su pretensión, toda vez que aunque se satisficieran los requisitos objetivos no se cumplieron los subjetivos.
EL RECURSO INTERPUESTO:
Inconforme con la decisión de instancia, la señora DIANA LUCIA CORREA, presentó un extenso memorial en el cual expone sus argumentos de desacuerdo con la negativa del A quo de concederle el subrogado penal de la libertad condicional; por otra parte, el defensor de la procesada de otrora presentó un escrito señalando que coadyuvaba lo dicho por su representada. 

La inconformidad expresada por la recurrente en la alzada, la podemos sintetizar de la siguiente manera: 
· El auto proferido por el juez de ejecución de penas se basó en un análisis sobre la gravedad y modalidad de la conducta punible por la cual fue condenada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 64 del C.P. y en los argumentos expuestos por el fallador de primera instancia frente a ese tema, para a partir de ello realizar un análisis hermenéutico sobre si al juez de ejecución de penas le es o no dado valorar la gravedad de la conducta punible del condenado para determinar si se le concede o no la libertad condicional, ello atendiendo a lo dispuesto por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014 y en la sentencia de constitucionalidad C-757 de 2014, para aquellos casos en que el juez que condenó no realizó tal cosa o la hizo de manera precaria.  
· También considera la recurrente que en la decisión del A quo no se exponen argumentos de fondo para negar su pedido, debido a que la gravedad de la conducta no es el único elemento que se debe valorar, tal como lo señala la ley 1709 de 2014 que condicionó la posibilidad de hacer tal valoración, a que se haga a la luz del principio de favorabilidad. 

· De otra parte, afirma que en su caso fue erróneo el análisis realizado por el Juez de Ejecución de Penas, sobre la conducta punible por la que ella fue condenada, por cuanto la misma no fue considerada en la sentencia condenatoria como de tal gravedad o envergadura que ameritara un mayor reproche social, muestra de ello es que en la valoración de la misma para la tasación de la pena, la Sala sentenciadora impuso el mínimo de la pena a imponer por los delitos que se le endilgaron; además de que en ningún momento a ella se le acusó de cometer hechos de corrupción o de favorecer a terceros, pues los hechos por los que se le sentenció, insiste, obedecieron a que hizo una errónea interpretación de la normas que aplicó en el caso que tenía bajo su conocimiento, tal como siempre lo expuso en el proceso en su contra. 
Por consiguiente, afirma que cumple a cabalidad con los elementos que exige la norma para la concesión del sustituto penal, elementos que no fueron evaluados por el juez de primera instancia y que han de servir para la concesión del ya mencionado beneficio. 
Dado todo lo anterior, solicitó que se revoque la decisión del inciso 2º de la parte resolutiva del auto proferido el 26 de diciembre de 2017 por parte del Juzgado encargado de vigilar su pena, y en consecuencia se le conceda la libertad condicional. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
- Competencia:

La Sala está habilitada funcionalmente para desatar la impugnación interpuesta en contra del auto referido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 478 C.P.P. norma aplicable en este caso, por tratarse de una decisión que adoptó el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad en relación con mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la rehabilitación.
- Problema jurídico:
Le corresponde a la Sala determinar si la señora DIANA LUCIA CORREA VALENCIA es merecedora de la libertad condicional por haber superado todos los requisitos objetivos, o si por el contrario, debe cumplir la totalidad de la condena impuesta en la sentencia condenatoria, por no cumplirse, como lo aduce el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, el requisito subjetivo de procedibilidad en cuanto a la valoración de la gravedad de conducta  por la cual fue declarada penalmente responsable. 
- Solución:
Analizado el auto que dio origen a la controversia hoy sometida a estudio, se colige que el A quo negó la concesión del subrogado penal de la pena de libertad condicional por considerar que las conductas punibles en que incurrió la sentenciada revisten una gran gravedad y merecen el mayor reproche social, pues su actuar no solo fue contrario a ley, sino también a lo que se espera de una persona a quien se le había conferido, en calidad de juez de la República, la misión de administrar justicia. 

Con base en lo que antecede y frente a la valoración de la gravedad de la conducta que puede hacer el juez de ejecución de penas con el fin de conceder subrogados penales, como lo es la libertad condicional, es menester recordar que ello está regulado en el artículo 64 del C.P. como un sustituto alternativo a la ejecución de la pena de prisión intramural, que el Estado le concede a un condenado en la última fase de su condena, para que continúe con el cumplimiento de la misma pero en libertad. Es por ello, que para hacerse acreedor a tal prerrogativa, el sentenciado debe cumplir tanto con los requisitos de tipo objetivo como subjetivo estipulados en el mencionado artículo, siendo los primeros, haber cumplido a la fecha de la solicitud las tres quintas partes de la pena y tener un adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión, y el  segundo, el demostrar un arraigo familiar y social; pero, además, la norma también consignó el cumplimiento de un requisito adicional, y es el de la valoración de la gravedad de la conducta delictual del procesado por parte del juez de ejecución de penas, por cuanto no todos los delitos afectan de la misma manera al conglomerado social, sin que con ello se quiera decir que este funcionario está realizando un nuevo juicio jurídico del comportamiento del condenado que se pueda traducir en una violación del principio de non bis in ídem. 
En ese orden de ideas, considera la Sala que no es viable, como lo señala la apelante en su escrito, partir de una interpretación pro homine, y considerar situaciones como que en su caso el juez sentenciador le impuso la pena mínima aplicable para los delitos que se le endilgaron, cuando en esa sentencia, a pesar de ese hecho, el Juez Colegiado sí se pronunció en torno a la gravedad de la conducta desplegada por la procesada de marras, y en ese entonces consideró que ella con su actuar había afectado de tal manera a la sociedad, que le negó tanto el beneficio de la prisión domiciliaria como el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, para lo cual dijo: 
“Consecuente con el anterior criterio, atendida la gravedad y modalidad de las conductas atribuidas a la acusada, el daño real causado con las mismas al bien jurídico tutelado, la intensidad del dolo con el que obró, atendidos los fines de prevención general, retribución justa y prevención especial, se hace necesario el cumplimiento de la pena bajo el rigor y disciplina de un centro penitenciario para disuadir a la responsable de posibles reincidencias durante el cumplimiento de la sanción y para activar en aquél mediante el internamiento la conciencia de preservación y acatamiento de los valores que hacen posible de la vida en comunidad (función de reinserción social).”

Así las cosas, es claro para esta Sala que no se pueden dejar de lado esas consideraciones que sobre la gravedad de la conducta delincuencial cometida por la señora DIANA LUCIA CORREA VALENCIA, se hicieron al momento de condenarla, pues como viene diciéndose, para la concesión de la libertad condicional, es viable no solo observar el estricto cumplimiento de los requisitos objetivos, sino que también se verifique que se cumple con ese elemento subjetivo.
Acorde con estas razones, la Corporación ratificará lo resuelto por el Juzgado A quo, en cuanto negó  la petición de libertad condicional deprecada por la sentenciada DIANA LUCIA CORREA VALENCIA.
En virtud de las consideraciones expuestas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en Sala de Decisión Penal,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 26 de Diciembre de 2017 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual le negó a la sentenciada DIANA LUCIA CORREA VALENCIA la concesión del subrogado penal de la libertad condicional. 
SEGUNDO: ORDENAR la devolución del expediente a su juzgado de origen, y declarar que en contra la presente decisión no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Folio 68 de la sentencia de primera instancia proferida por la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira. 






